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Resumen  
    
El presente artículo aborda la responsabilidad del Estado frente a las víctimas del 
conflicto armado interno pertenecientes a las comunidades indígenas, 
particularmente, la Embera Katío ubicada en el municipio de Bagadó, Chocó. Desde 
el contexto de la ley 1448 y el decreto ley 4633 del 2011 se estudia el 
restablecimiento de derechos de las víctimas indígenas desde sede administrativa, 
describiendo las rutas asistenciales de la Unidad Especial para la Atención y 
Reparación Integral a las Victimas para la satisfacción y reparación de derechos 
fundamentales individuales y colectivos. Del mismo modo, se describe el alcance 
que tiene la legislación de víctimas en las comunidades indígenas, determinando su 
realización en la protección, restablecimiento y salvaguarda de derechos 
fundamentales. Para finalizar, se analiza la labor de la Corte Constitucional en el 
desarrollo de los derechos humanos de la comunidad Embera Katío, como logra por 
medio de autos y jurisprudencia proteger el estado de constante vulneración que 
padecen las comunidades indígenas por parte del Estado y el conflicto armado 
interno.  
Palabras clave:  
Autoridades administrativas, Responsabilidad estatal, Comunidades indígenas, 
víctimas, Conflicto armado interno, Derechos fundamentales.  
                                            
1 Abogada. Cursando actualmente la especialización en Derecho Administrativo en la Universidad Libre – 
Seccional Cúcuta.   
2 Abogado. Cursando actualmente la especialización en Derecho Administrativo en la Universidad Libre – 




State liability against the comprehensive reparation of victims in the armed conflict 
in Colombia –case study: aboriginal community “Embera Katío” settled down on 
the top of the andágueda river (municipality of bagadó, Chocó).  
    
Abstract  
   
   
The following article addresses the liability of the state to the victims of the internal 
armed conflict belonging to the aboriginal communities, specifically, the Embera 
Katío community located in the municipality of Bagadó, Chocó.From the context of 
Law 1448 and Decree Law 4633 of 2011, the restoration of rights of aboriginal 
victims from administrative headquarters is being studied, describing the caring 
routes of the Special Unit for the Care and Integral reparation to Victims for  the 
satisfaction and reparation of not only fundamental individual but also collective 
rights. Likewise, it is described the reach of the legislation of victims in aboriginal 
communities, determining their development in the protection, restoration and 
safeguarding of fundamental rights. To end with, the work of the Constitutional Court 
in the development of the human rights of the Embera Katío community is analyzed, 
how they achieve by means of writs and jurisprudence to protect the state of constant 
violation of the aboriginal communities by the State and the internal armed conflict.  
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El conflicto armado interno se prolongó por más de cinco décadas en el territorio 
colombiano, aunque actualmente se estén llevando procesos de negociación para 
el fin del conflicto Armado insurreccional con las dos guerrillas más grandes del 
país, es indudable que los estragos de la guerra dejaron una cantidad considerable 
de víctimas en la población civil. Dentro del gran compendio de víctimas figuran las 
comunidades indígenas, la cuales desde los inicios de esta confrontación han 
sufrido las consecuencias de la guerra. El presente artículo tiene como finalidad 
determinar el alcance que tiene la Ley 1448 y el Decreto-ley 4633 del 2011 en el 
restablecimiento de los derechos de las comunidades indígenas Embera Katío que 
son víctimas del conflicto armado interno.  
  
 De esta manera, la Ley 1448 del 2011 refleja el compromiso de las diferentes 
instituciones del Estado para proteger los derechos de las víctimas del conflicto 
armado bajo los parámetros de los derechos humanos y el derecho internacional 
humanitario.  La expedición de esta ley fue posible gracias al trabajo mancomunado 
entre el ejecutivo y el legislativo para cumplirle a todo aquel que sufrió los daños del 
conflicto. Sin embargo, lo anterior conlleva compromisos relevantes para el 
cumplimiento de los mandatos normativos de la legislación sobre víctimas, puesto 
que la reparación y el restablecimiento de derechos se cumplirá por medio de las 
autoridades administrativas, es decir, todo su ejercicio, desarrollo y realización se 
erige en sede administrativa.  Por consiguiente, la Ley 1448 del 2011 crea la Unidad 
Especial para la Atención y Reparación Integral a las Victimas, como un ente 
descentralizado adscrito al Ministerio del Interior, con autonomía financiera y 
administrativa.   
  
 Por tanto, la labor que cumplen las instituciones, especialmente, las 
administrativas, es fundamental para entender el fenómeno normativo de la 
legislación de víctimas sobre las comunidades indígenas que padecieron el conflicto 
armado interno. Por consiguiente, logrando describir el alcance que tienen las 
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estipulaciones normativas en mención, sobre aquella colectividad que goza de una 
identidad cultural y un territorio propio, siendo en ocasiones lo anterior limitantes 
para el acceso de las reparaciones del daño causado. Por último, el flagelo que 
sucumbió en los resguardos indígenas a causa del conflicto armado interno fue en 
gran parte por la falta de tutela del Estado a estos territorios de carácter ancestral, 
incumpliendo sus deberes constitucionales en cuestión de mantener el orden justo 
y proteger la vida de las personas.  
  
 De este modo, el trabajo se enfoca desde lo cualitativo, puesto que busca describir 
el desarrollo de la Ley 1448 y el Decreto-Ley 4633 del 2011 en las víctimas que 
pertenecen a la comunidad indígena Embera Katío. En razón a que se determina la 
aplicabilidad de la ley en aquellas personas que de cierto modo se puede ver 
impedido por cuestiones de identidad cultural al acceso de la administración para la 
protección de sus derechos fundamentales. Por tal motivo, el presente trabajo se 
apoya mucho de fuentes bibliográficas y de jurisprudencia que pruebe el esquema 
de la ley de víctimas para la realización de los derechos de los indígenas víctimas 

















Ruta que deben seguir los miembros de las comunidades indígenas víctimas del 
conflicto armado para acceder a la reparación integral de acuerdo a lo consagrado 
en la legislación nacional y los tratados internacionales.  
  
A través de la historia, Colombia se ha visto inmersa en un conflicto armado interno 
influenciado por factores políticos, sociales e incluso económicos que han 
involucrado diferentes actores como la guerrilla de las FARC, paramilitares y 
Ejército de Liberación Nacional (ELN), como principales generadores de violencia 
contra el Estado y por ende contra sus habitantes (población civil, diferentes etnias 
y comunidades indígenas) afectando en gran medida las condiciones de vida de los 
mismos enmarcadas dentro de los Derechos Humanos, de tal manera que este 
fenómeno atenta contra los fines esenciales y constitucionales del Estado tal como 
lo prevé la Constitución Política, 1991 (Constitución Política, 1991), a  saber:  
  
Artículo 2: Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la 
prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y 
deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en 
las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa 
y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la 
integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden 
justo.  
   
Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las 
personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y 
demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes 
sociales del Estado y de los particulares.  
  
A pesar de que el Estado colombiano intenta materializar lo preceptuado 
anteriormente mediante la creación de las Fuerzas Armadas y el despliegue de las 
mismas a través del territorio nacional, esta evidencia sus fallas cuando en el 
6  
  
desarrollo del conflicto y producto de sus omisiones o extralimitaciones resultan 
perjudicados la población civil, y en el caso particular las comunidades indígenas.  
   En medio del desarrollo de este conflicto armado que lleva alrededor de 50 años, 
ha sido evidente que la población civil que ocupa el territorio nacional se ha visto 
involucrada en el mismo, a pesar de no ser parte activa. Es común que nos 
preguntemos ¿qué papel desempeña el Estado como garante de los derechos 
fundamentales de la sociedad colombiana?, teniendo en cuenta que con ocasión 
del conflicto armado el Estado se ha visto en falla frente a la tutela efectiva de los 
derechos fundamentales de la población civil.  
  
En este sentido, es importante observar la función y el protagonismo que han 
tenido las máximas instituciones del país, para proteger a la población civil, 
especialmente las comunidades indígenas, en relación al conflicto armado interno. 
De este modo, que papel desarrolló el Gobierno, el Congreso de la República, el 
sistema judicial y los organismos de control para detener la vulneración de los 
derechos humanos y del derecho internacional humanitario.   
  
Está claro que la población civil es vulnerable frente a la dinámica del conflicto, 
pero este estado de vulnerabilidad se agudiza de manera innegable en el casos de 
los integrantes de las comunidades indígenas, teniendo en cuenta su ubicación 
territorial, identidad cultural, e independencia respecto a su jurisdicción sin olvidar 
que hacen parte del territorio nacional y por mandato constitucional deben ser 
protegidos por el Estado, tal como lo expone el  artículo 246 de la Constitución 
Política de 1991 (Constitución Política, 1991):  
  
Artículo 246: Las autoridades de los pueblos indígenas podrán ejercer 
funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial, de conformidad con 
sus propias normas y procedimientos, siempre que no sean contrarios a la 
Constitución y leyes de la República. La ley establecerá las formas de 




Ahora bien, debido al desarrollo del conflicto armado interno, y como resultado 
de las acciones u omisiones del Estado, este lesiona y falla en la tutela efectiva de 
los derechos fundamentales de los habitantes del territorio nacional generando de 
tal manera una responsabilidad por dichas actuaciones como lo consagra la 
Constitución Política de 1991, en el artículo 90. Por tanto, el Estado es responsable 
a causa de la acción u omisión de las autoridades públicas, que origine en un daño 
atribuible al Estado colombiano.  
  
En procura de subsanar las fallas en la protección de los derechos 
fundamentales que se ocasionan debido al desarrollo del conflicto armado interno, 
el Estado colombiano ha hecho esfuerzos que se manifiestan en la materialización 
de leyes que intentan regular la materia como la Ley 975 de 2005 (ley de justicia y 
paz), Ley 1448 de 2011 (ley de víctimas) y su Decreto reglamentario 3011 de 2013, 
de hecho para casos como el de las comunidades indígenas ha mostrado su interés  
con la expedición de normativas como el Decreto 4633 de 2011 entre otros. 
Además, los esfuerzos del actual Gobierno para lograr una salida negociada del 
conflicto armado interno, con las dos más grandes guerrillas que actualmente 
figuran en el país, sin duda alguna, permite evitar en un futuro la vulneración de 
derechos fundamentales para los grupos indígenas.   
  
En el escenario internacional la reparación de víctimas de infracciones al 
Derecho Internacional Humanitario o violaciones graves y manifiestas a las normas 
internacionales de Derechos Humanos adquiere relevancia después de la segunda 
guerra mundial, con la creación de la ONU y la promulgación de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos3, a partir de la cual se reconoce personalidad 
jurídica al individuo como sujeto de derecho internacional, con posibilidad de 
obtener reparaciones por los daños sufridos con ocasión de la trasgresión de 
normas internacionales sobre derechos humanos.   
  
                                            
3 Aprobada por Naciones Unidas A/RES/217ª (III) del 10 de diciembre de 1948.  
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El derecho a la reparación integral, se encuentra establecido en el principio 36 
del Conjunto de principios para la protección y la promoción de los derechos 
humanos mediante la lucha contra la impunidad formulada por la Organización de 
las Naciones Unidas (ONU) (Organizacion de las Naciones Unidas - (ONU), 1997) 
así:  
  
La reparación deberá abarcar todos los daños y perjuicios sufridos por la 
víctima; comprenderá, por una parte, medidas individuales de reparación 
relativas al derecho de restitución, indemnización y rehabilitación y, por otra, 
medidas de satisfacción de alcance general, como las previstas en el Conjunto 
de principios y directrices fundamentales sobre el derecho a obtener 
reparación.   
  
De acuerdo a lo anterior, se puede afirmar que la indemnización busca la 
compensación material a las víctimas del daño físico, mental y de la afectación 
económica emergente o cesante, en forma apropiada y proporcionada a la magnitud 
de la violación. Con el fin, de tratar lo más posiblemente, de dejar a la víctima en las 
mismas condiciones en la que se fuera encontrado si nunca se le hubiere 
ocasionado el daño.   
  
En Colombia, los primeros sucesos donde se reconocieron responsabilidades 
del Estado, fueron en sentencias de la Corte Suprema de Justicia, que luego fueron 
acogidas y desarrolladas en mayor profundidad por el Consejo de Estado. Es 
importante decir, que el avance sobre este tema en el país fue principalmente por 
la colaboración del poder judicial sobre la responsabilidad de los daños del Estado 
y precisamente por tal motivo su realización se encuentra en la jurisprudencia de 
las Altas Cortes. En palabras de la Corte Constitucional (Sentencia C-1199, 2008):  
  
la reparación es un conjunto integral de acciones encaminadas a borrar o 
desaparecer los efectos que sobre las víctimas han dejado los crímenes 
cometidos, lo que sin duda trasciende la dimensión puramente económica, e 
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incluye, como elementos de comparable importancia, otro tipo de acciones, de 
efecto tanto individual como colectivo, que restablezcan la salud, la autoestima 
y la tranquilidad de las víctimas y de las comunidades a las que ellas 
pertenecen.   
De acuerdo a los conceptos analizados, la reparación es una medida o 
medidas especiales que adoptan los Estados, a fin de restituir los derechos de las 
personas que han sido víctimas de graves violaciones a sus derechos humanos, en 
el marco del conflicto armado interno.  
  
El Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad “DeJuSticia” (s/a), 
haciendo referencia al derecho a la reparación, ha precisado lo siguiente:  
  
El derecho a la reparación, también ha sido reconocido por los estándares 
internacionales 45  y nacionales 6  de derechos humanos, en los cuales se 
establece que la reparación integral incluye la indemnización de los daños y 
perjuicios sufridos con motivo del crimen, así como mecanismos individuales 
de rehabilitación y restitución, y medidas de satisfacción de alcance general. 
Todos estos mecanismos tienen el propósito de que los efectos de los 
crímenes atroces desaparezcan, tanto para restablecer la dignidad de las 
víctimas como para garantizar que los mismos no volverán a tener lugar. 
(Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad "DeJusticia" (s/a))(p. 78).  
  
En Colombia, la ruta de reparación integral, se encuentra contenida en el 
Plan Nacional de Víctimas, y en ella se están incluidas las medidas que componen 
la reparación, con su ruta propia. La ruta de reparación integral tiene dos ámbitos, 
el individual y el colectivo.  
                                            
4 Ver, entre otras, Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Suárez Rosero. Reparaciones. Sentencia 
de enero 20 de 1999. Serie C No. 44; Caso Blake. Reparaciones. Sentencia de enero 22 de 1999. Serie C No. 
48; Caso Caracazo. Reparaciones. Sentencia de agosto 29 de 2002. Serie C No. 95; Caso Myrna Mack Chang. 
Sentencia de noviembre 25 de 2003. Serie C No. 101; Caso Myrna Mack Chang. Sentencia de noviembre 25 de  
5 . Serie C No. 101. Ver también Joinet, L. (1997), Ob. Cit.; ONU. (2004), Ob. Cit.; Van Boven, T. (1993), Ob. 
Cit.; Bassiouni, M.C. (2000), Ob. Cit.; Orentlicher, D. (2004), Ob. Cit.}  




Como se observa en la figura siguiente, la ruta contiene un componente de 
asistencia, que comprende la atención humanitaria, asistencia, salud, educación, 
asistencia funeraria, identidad, alimentación, reunificación familiar y generación de 
ingresos.  Por su parte, la reparación, puede solicitarse de manera individual, la cual 
incluye planes de restitución, rehabilitación, indemnización, medidas de satisfacción 
y garantías de no repetición; la reparación colectiva, contiene planes de reparación 
colectiva para las comunidades, las organizaciones sociales y políticas y los grupos 
sociales y políticos por violaciones a sus derechos colectivos y a los derechos 
individuales (comunidades y grupos étnicos).  
  
Figura 1: Medidas que comprende la reparación  
 













Figura 2: Ruta de reparación individual  
  
Fuente: Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a Víctimas - SNARIV  
  
Por otra parte, se encuentra la reparación colectiva, que comprende las 
medidas de restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantía de no 
repetición a que tienen derecho las comunidades y las organizaciones o grupos 
sociales y políticos, en forma material o simbólica.   
  
De acuerdo a lo establecido en la Ley 1448 de 2011 y del Decreto 4800 de 
2011, los sujetos de reparación colectiva, “son las comunidades, las organizaciones 
sociales y políticas y los grupos sociales por violaciones a sus derechos colectivos 
y a los derechos individuales de sus miembros que tengan un impacto con ocasión 
del conflicto armado después del 1 de enero de 1985”. (Cogreso de la Republica, 










Figura 3: Ruta de reparación colectiva  
  
Fuente: Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a Víctimas - SNARIV  
  
  
Tratándose de pueblos y comunidades indígenas, el Gobierno Nacional, 
estableció el Decreto 4633 de 2011, conocido como Decreto-Ley de víctimas y 
restitución de derechos territoriales para pueblos indígenas; por medio de este 
Decreto-Ley se definen cuáles son los derechos de las víctimas pertenecientes a 
los pueblos y las comunidades indígenas; cómo pueden acceder a una reparación 
integral; de qué forma se les deben garantizar sus derechos a la verdad, la justicia, 
la reparación, la no repetición y a la restitución de sus derechos territoriales y cuáles 
son las responsabilidades de la nueva y la actual institucionalidad.   
  
Alcance que han tenido los miembros de la comunidad indígena Embera Katío 
asentado en lo Alto del río Andágueda (municipio de Bagadó, Chocó); a la 
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reparación integral que se ha establecido en la Ley 1448 y el Decreto 4633 de 
2011 en Colombia.  
  
El pueblo emberá perteneciente a la familia lingüística Chocó, está conformado por 
181.405 personas que se distribuyen en 16 departamentos, y en tres grandes áreas 
geográficas, así:  
  
La primera conocida como el Chocó biogeográfico, que se extiende desde el 
Nudo de Paramillo, localizado en su parte norte, se extiende desde allí en 
dirección sur a lo largo de la cordillera occidental, siguiendo la divisoria de 
aguas que tributan hacia la cuenca del Pacífico y el Golfo de Urabá, de tal 
modo que abarca el territorio que desde la frontera con Ecuador se extienda 
hasta la frontera con Panamá y el Paramillo. Este inmenso territorio, que 
aproximadamente es el 10 por ciento de la geografía nacional, se caracteriza 
por estar surcado por innumerables ríos que desde la cordillera se desprenden 
en dirección de las tierras bajas del andén del Pacífico y el golfo de Urabá, 
área cubierta de bosques que van de lo húmedo a lo súper húmedo, donde la 
riqueza en biodiversidad la constituye en referente de importancia global. La 
segunda área de poblamiento emberá, contigua a ese amplio territorio 
tradicional del Pacífico, se extiende por la vertiente oriental de la cordillera 
occidental en dirección del valle del río Cauca en su región media, alrededor 
de la zona cafetera y, algunos pocos asentamientos, se localizan hacia el bajo 
Cauca. La tercera, es la región en la que se ha dispersado la población emberá 
a partir de los años sesenta, constituyendo asentamientos por fuera de su 
territorio tradicional, especialmente en Putumayo, Caquetá y Meta, Bolívar, 
Casanare, Boyacá y Tolima sitios donde han experimentado el impacto de la 
guerra en todas sus manifestaciones. (Ministerio del Interior, 2013).   
  
En el caso puntual de los emberas katíos, estos “se localizan en la carretera 
Quibdó-Medellín (municipios de Quibdó y El Carmen de Atrato); en la zona norte del 
Chocó (municipios de El Carmen del Darién, Riosucio, Acandí y Unguía), y en la 
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zona del alto Andágueda7 (municipios de Bagadó, Tadó y San José del Palmar)”. 
(Ministerio de Cultura, S.A.)  
  
En relación con los embera katío del río Andágueda “su resguardo está 
ubicado en el municipio de Bagadó (Chocó), una región selvática rica en recursos 
hídricos y oro. A finales de los años 70 el resguardo se constituyó mediante 
resolución del Incora (hoy Incoder), que le asignó 50.000 hectáreas, que 
corresponden al 50% del territorio del municipio de Bagadó. Tiene una población de  
4.346 habitantes”. (El Espectador, 03, enero 2016)   
  
Este grupo indígena se ha visto afectado por distintas manifestaciones del 
conflicto armado; al igual que otras comunidades indígenas, y que son en gran 
medida las víctimas del conflicto armado que menos acceso tienen a la 
institucionalidad para el reconocimiento y restablecimiento de sus derechos. Puesto 
que su ubicación e identidad cultural obstaculizan el acercamiento entre los 
indígenas y organismos del país como el ejecutivo, el judicial y el legislativo. Por 
otro lado, las limitaciones de la estructura administrativa del Estado impiden 
desarrollar una pertinente ruta de atención a esta población, quedando 
desamparada ante el cuerpo estatal que compone la administración.  
  
 Este flagelo hace parte de la visibilización e inclusión que tiene la comunidad 
Embera en las esferas del Estado colombiano, solo a través de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos se pudo detectar la amenaza a los derechos 
que estaban ocurriendo dentro de los asentamientos indígenas a causa del conflicto 
armado interno tal como se evidencia en los pronunciamientos del ministerio de 
cultura en el año 2010. (Ministerio de Cultura, 2010)  
  
                                            
7 El Alto Andagueda es una región de espesa selva al oriente de Chocó, vecina a Antioquia y a 
Risaralda, en el corazón del Nudo de San Fernando, a donde nacen varios de los ríos principales 




Dentro de las acciones internacionales que han permitido visibilizar la 
amenaza y vulneración de los derechos humanos de las comunidades embera, 
se encuentran la solicitud de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(CIDH) al Estado colombiano del 15 de marzo de 2002, de la adopción de 
medidas cautelares en favor de 40 indígenas embera chamí de los resguardos 
y asentamientos de Cañamomo- Lomaprieta, San Lorenzo, Nuestra Señora 
Candelaria de la Montaña, Escopetera- Pirza, Totumal, La Trina, La Albania, 
Cerro Tacón, La Soledad, y miembros del CRIDEC.  
  
Igualmente, desde el ámbito nacional mediante el Auto 004 del 2009 emitido 
por la Corte Constitucional se evidencia la agudización de las problemáticas de las 
comunidades indígenas en el territorio colombiano. Dentro de las cuales se 
encuentra la comunidad Embera como uno de los principales resguardos indígenas 
que se ven afectados por el desplazamiento forzado. Ahora bien, la principal causa 
del desplazamiento forzado en las comunidades indígenas es el conflicto armado 
interno, sin embargo, estas situaciones también ocurrieron por la minería ilegal, la 
ocupación ilegal de territorios y el desastre ambiental por mega-obras, lo cual afectó 
la identidad y las propiedades del territorio.   
  
Otro hecho que deja un retraso en los derechos fundamentales de la 
comunidad indígena Embera katio es los seis años de inactividad de la Comisión 
Mixta ordenada por la Comisión interamericana de Derechos Humanos para el 
cumplimiento de las medidas cautelares ordenadas por la CIDH. Desde esta 
perspectiva, la imposibilidad de trazar líneas y esquemas para salvaguardar los 
derechos de la comunidad indígena deja en evidencia la falta de eficiencia del 
Gobierno para responder a las necesidades de los indígenas.   
  
La Comisión Mixta, se encuentra conformada por el Gobierno, organizaciones 
de derechos humanos y autoridades del Cabildo Mayor de Rio Verde y Rio Sinú. 
Empero, gran parte de la desestabilización del cumplimiento en el desarrollo de los 
deberes y derechos de la comunidad indígena proviene del poco llamado que tiene 
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en el Gobierno la situación de los pueblos ancestrales. Al respecto, el líder indígena 
Juan de Jesús Domicó describe que la situación sigue siendo la misma a pesar de 
que la dinámica del conflicto armado no es la misma, “Amenazas, asesinatos, 
desapariciones, abandonos a los pueblos indígenas. Así van a acabar con los 
pueblos indígenas” (Dominicó, 2015)   
  
De esta manera, “la comunidad indígena Embera según censos del DANE 
cuenta con 29.094 personas autoreconocidas como perteneciente a esta 
comunidad” (Ministerio de Cultura, 2010) Dato que demuestra la importante 
densidad poblacional de este pueblo indígena en Colombia; pero ¿Cuál es el 
impacto del conflicto armado interno a esta comunidad y el alcance que ha tenido la 
Ley 1448 y el Decreto 4633 del 2011 en los Embera Katío?   
  
Ante todo, la reparación a la que se hace referencia en el presente capitulo es 
la atribuida a la realizada en sede administrativa, es decir, la que es llevada a cabo 
por entidades descentralizadas vinculadas al sector ejecutivo. De esta manera, se 
estudia el protagonismo que tiene la Unidad Especial para la Atención y Reparación 
Integral a las Victimas en la asistencia de las víctimas del conflicto armado interno 
que sean parte de la comunidad Embera, enmarcado dentro de los parámetros de 
la Ley 1448 del 2011.  
  
Independientemente de los formalismos administrativos que consagra la Ley 
1448 del 2011 y sus decretos reglamentarios, es reconocible la labor que se ha 
podido desempeñar gracias a este compendió de normas a lo largo de estos años 
para la atención de las víctimas del conflicto armado interno. En el caso de las 
comunidades indígenas y especialmente de la Embera, de acuerdo al portal de 
noticias de la Unidad para las Víctimas (Unidad para las Víctimas, 2016)  
  
Se pudo restablecer a más de 1000 personas pertenecientes a dicha 
comunidad que fueron desplazados forzosamente a la ciudad de Cali. 
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Haciendo un retorno escalonado que inicio en el 2012 y culmino en el año 2014 
con la ubicación en su respectivo territorio de los indígenas.   
  
Del mismo modo, la legislación sobre esta materia permitió “la entrega de 
ayudas alimentarias de manera colectiva, habiéndose realizado 13 entregas con 
una inversión de 1000 millones de pesos” (Unidad para las Víctimas, 2016) En 
consecuencia, desde lo colectivo la Unidad de Víctimas cumple con el objetivo de 
restablecer los derechos vulnerados y otorgar medidas para que la comunidad 
avance en igualdad de condiciones al desarrollo deseado por el mismo resguardo 
indígena, es importante resalta el compromiso de las autoridades administrativa 
para el cumplimiento de las normas que consagra la legislación sobre víctimas de 
conflicto armado interno al respecto. Ómar Alonso Toro (2016), director territorial de 
la Unidad de Víctimas dijo:   
  
Para nosotros como Unidad es un alivio poder llevar este tipo de ayuda a una 
comunidad que se encontraba en situación de indigencia en la ciudad de Cali, 
esperamos muy pronto poder lograr su autosuficiencia a través de proyectos 
productivos y conseguir su vivienda digna por medio del plan que se está 
adelantando.  
  
En este contexto, la Unidad de Víctimas como entidad descentralizada, desde 
el ámbito colectivo y como autoridad administrativa ha sido una entidad eficiente 
para abordar el restablecimiento de derechos de resguardos indígenas, 
esencialmente, de los Embera Katío. Además, las articulaciones interinstitucionales 
entre diferentes actores territoriales permiten una mitigación más adecuada al daño 
causado por el conflicto armado interno; políticas públicas desarrolladas en 
dependencia con la Gobernación, la Alcaldía y la Unidad de Víctimas logran diseñar 
proyectos de vivienda que son útiles para dotar a los resguardos indígenas de un 
espacio digno para vivir, sin lugar a duda, los esfuerzos de la instituciones para la 
protección y reparación de derechos colectivos desde la sede administrativa es un 
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avance significativo para el cumplimiento de los objetivos de la Ley 1448 del 2011 y 
el artículo 2 de la Constitución Política de Colombia.  
  
Se ha visto una faceta eficiente e importante de la Ley 1448 del 2001 a través 
de la Unidad de Víctimas, como máxima entidad que representa esta ley desde el 
ámbito de autoridad administrativa. Sus resultados conforme a la comunidad 
Embera Katío son contundentes desde el punto asistencial colectivo, mediante la 
oportuna ayuda se pudieron restablecer derechos fundamentales, inherentes a las 
comunidades indígenas. También se logró abordar violaciones como el 
desplazamiento forzado y darle una asistencia con el fin de la ley, restableciendo a 
la comunidad en su lugar de pertenencia. Pero, ¿cuál es el alcance de la Ley 1448 
de 2011 desde la perspectiva individual del indígena Embera Katió víctima del 
conflicto armado interno?  
El problema con las reparaciones individuales es que la persona se enfrenta 
al esquema administrativo de la institución, es decir, está en presencia de una 
cantidad de formalidades que son necesarias para la realización del 
restablecimiento del derecho. En este sentido, las autoridades administrativas se 
manifiestan a través de los actos administrativos, estos pueden ser escritos y 
verbales; pero en su generalidad todo inicia con la elevación respetuosa que ejerce 
constitucionalmente cada persona. Desde ahí surgen inconvenientes para acceder 
los indígenas nativos a la administración, en razón a que su idioma o analfabetismo 
es una barrera para poner andar la estructura administrativa. Según el DANE 
“26.6% de la comunidad Embera no saber leer ni escribir” (Op.cit. Ministerio de 
Cultura ., 2010. P.3) lo cual corresponde evidencia que las personas presentan 
problemas para elaborar un derecho de petición, el cual se dijo que es el eje 
fundamental para que las actuaciones en sede administrativa tomen forma.  
  
“Desde los años noventa los indígenas representan el 3,4% 8  de los 
desplazados internos, desde 1997 hasta el 2011 se han desplazado un total de 
                                            





106.562 indígenas y solo en el año 2011 se desplazaron 4.080 indígenas en 
Colombia”. (Acnur, 2012,.P.1.). Lo más preocupante es que la Unidad de Víctimas 
actualmente no cuenta con cifras oficiales que puedan determinar qué tanto es el 
acceso de las personas pertenecientes a resguardos y grupos indígenas a la Ley 
1448 del 2011. La estipulación normativa en materia de reparación individual para 
personas indígenas es muy prometedora, sin equivocación alguna, sus postulados 
se erigen conforme a los fines constitucionales de la Carta de 1991. Pero la realidad 
dista mucho del derecho y los inconvenientes para acceder a la administración son 
apreciables.  
  
Las formas de interponer los recursos administrativos ante inconveniencias en 
las instituciones, en algunos casos puede ser impedimento para el reconocimiento 
de los derechos que como víctima del conflicto armado interno merece. Es cierto 
que el Decreto - Ley 4633 de 2011 es un avance significativo en esta área, pero las 
persistencias de las ritualidades desdibujan el derecho y el acceso a la 
administración, basta recordar que este tipo de reparaciones son en sede 
administrativa, por tanto, sus actuaciones se fundamentan principalmente en los 
derechos de petición, en los actos administrativos y los recursos que proceden 
contra estos últimos.  
  
Tratamiento dado por la Corte Constitucional al tema de la reparación integral de  
las Comunidades Indígenas, en especial los Embera Katío asentado en lo Alto del 
río Andágueda (municipio de Bagadó, Chocó) en los años 2012-2015.  
  
La Corte Constitucional es una referente en protección de los derechos 
fundamentales de las minorías, su papel en este tipo de situaciones ha terminado 
en importantes sentencias hitos que se caracterizan por estar fundamentadas 
razonablemente desde la perspectiva jurídica. En el caso de las comunidades 
indígenas la circunstancia no es diferente, la Alta Corte reconoció aspectos 
transcendentales para los resguardos indígenas de acuerdo a la Constitución 
Política de 1991. Por otro lado, su desempeño en la consecución de la protección 
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de los derechos de las víctimas del conflicto armado interno mediante sentencias 
de tutela y de constitucionalidad ha visualizado la situación de abandono estatal 
para la población civil sujeta al daño del conflicto. Por ejemplo, en la Sentencia T025 
del 2004 la Corte Constitucional declara el estado de cosas inconstitucional a las 
víctimas del desplazamiento armado interno, es decir, la constante vulneración de 
la Constitución por parte del Estado ante el abandono de los desplazados;  en razón 
de esto el tribunal constitucional emite el Auto 004 del 2009  con el objeto de 
proteger los derechos fundamentales de las personas y los pueblos indígenas 
desplazados por el conflicto armado o en riesgo de desplazamiento forzado, en el 
marco de la sentencia mencionada.   
  
 En el presente capitulo se observa como la Corte incorpora en sus fallos un enfoque 
diferencial de diversidad étnica y cultural, conceptualizado desde el ámbito jurídico 
y siendo aplicado en las políticas públicas del Gobierno Nacional. Es determinante 
resaltar que el principal delito que sufrieron las comunidades indígenas, 
sobresaliendo los Embera Katío es el desplazamiento forzado a causa del desarrollo 
del conflicto armado interno. Por tanto, los lineamientos de los siguientes líbelos se 
enfocaran en este daño hecho a las resguardos indígenas, además por las 
consecuencias que ha generado en los estrados judiciales del país.  
  
 La vulneración de derechos fundamentales a causa del desplazamiento 
forzado se vincula al grado de desprotección por parte del Estado para las Víctimas; 
la Corte Constitucional (2004) al respecto dijo:   
  
En razón de esta multiplicidad de derechos constitucionales afectados por el 
desplazamiento, y atendiendo a las aludidas circunstancias de especial 
debilidad, vulnerabilidad e indefensión en la que se encuentran los 
desplazados, la jurisprudencia constitucional ha resaltado que éstos tienen, en 
términos generales, un derecho a recibir en forma urgente un trato preferente 
por parte del Estado. Este derecho al trato preferente constituye, en términos 
de la Corte, el “punto de apoyo para proteger a quienes se hallan en situación 
de indefensión por el desplazamiento forzado interno”, y debe caracterizarse, 
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ante todo, por la prontitud en la atención a las necesidades de estas personas, 
ya que “de otra manera se estaría permitiendo que la vulneración de derechos 
fundamentales se perpetuara, y en muchas situaciones, se agravara. 
(Sentencia T- 025, 2004)  
  
En el caso de las comunidades indígenas la necesidad de la Corte para 
proteger los derechos de sus habitantes, es el latente exterminio a los que están 
sometidos por razones culturales. La dispersión de sus miembros desde el punto de 
vista poblacional por causas del conflicto armado interno afecta gravosamente la 
identidad cultural de las etnias, en consecuencia, la dificultosa situación de los 
Embera Katío puede acontecer la desaparición cultural y física de la comunidad 
indígena, vulnerando los derechos étnicos y el pluralismo constitucional enfocado 
en la Carta superior de 1991.   
  
Los grupos indígenas han sido una piedra angular dentro del conflicto armado 
interno y esta circunstancia la comprendió muy bien la Corte Constitucional en sus 
fallos jurisprudenciales. La razón de su constante protección y de su importancia 
para el sistema judicial es el peligro constante de los resguardos ante las 
inclemencias del conflicto y el abandono Estatal, por tanto, ante la ineficiencia de 
las políticas públicas, las Altas Cortes del país respondieron responsablemente ante 
la afectación de los derechos fundamentales de las personas de estas minorías.  
  
El auto de vigilancia del estado de cosas inconstitucional la Corte (2009) 
determinó que la vulnerabilidad de las comunidades indígenas es latente y por 
consecuencia preocupante ante la finalización exterminación:   
  
El conflicto armado colombiano amenaza con el exterminio cultural o físico a 
numerosos pueblos indígenas del país. En el curso de la última década, el 
conflicto armado, reorientado por actividades relacionadas con el narcotráfico, 
que se desarrolla en Colombia se ha convertido en el principal factor de riesgo 
para la existencia misma de docenas de comunidades y pueblos indígenas a 




El tratamiento dado por la Corte Constitucional a los Emberas Katío se puede 
observar por diferentes frentes jurídicos, el primero de ellos es el espacio que 
lograron las comunidades indígenas en el sistema judicial frente a la protección de 
sus derechos. Es reconocible, que el tribunal constitucional brindo el acceso de 
justicia para estas comunidades de garantías propias para el acercamiento de las 
problemáticas a la rama judicial. Sin duda alguna la facilidad que se logró en este 
ámbito, fue posible por la acción de tutela, instrumento que ha permitido visualizar 
a los resguardos indígenas ante las máximas autoridades judiciales del país.   
  
 Igualmente, la identificación de los problemas de las comunidades indígenas es un 
factor preponderante para describir el tratamiento que le da la Corte Constitucional 
a estos grupos étnicos por medio de sus fallos. A través de los fallos del máximo 
órgano constitucional, se dejó en evidencia el estado actual de los resguardos 
indígenas, la situación de vulnerabilidad y los diferentes problemas que acarrean en 
su diario vivir, principalmente por cuestiones de conflicto armado interno, 
delincuencia y abandono estatal. De esta manera, se detectaron problemáticas en 
áreas como la salud, la educación, la vivienda digna, la identidad cultural, el respeto 
de la autonomía indígena, la protección de la vida y el desarrollo de las comunidades 
indígenas conforme a un auto sostenimiento ostensible.  
  
Además, dentro de las circunstancias que se debe tener en cuenta para 
comprender el tratamiento del tribunal constitucional a las víctimas del conflicto 
armado interno perteneciente a las comunidades indígenas es el desarrollo que 
tienen las tesis jurídicas de la Corte Constitucional. En este sentido, la Corte 
reconoció un enfoque diferencial que tienen los resguardos indígenas tanto de 
manera individual como colectiva, esto permite tener un trato preferente que debe 
guiar todas las actuaciones de los servidores públicos o particulares que cumplan 
funciones públicas respecto a los indígenas con el fin de salvaguardar y conservar 




Al respecto, en el documento “Enfoque diferencial para víctimas indígenas” 
de la Unidad de Víctimas (Unidad para las Víctimas. P.8, 2014) se destaca el papel 
liberal de la Corte Constitucional respecto a los derechos indígenas.  
  
Gracias a su jurisprudencia progresista, los derechos establecidos en la 
Constitución no han quedado en una vaga expresión de buenas intenciones, 
sino que se han aplicado en casos concretos en los que se habían violado los 
derechos de los pueblos indígenas. Y cierto es también que la Corte ha logrado 
que los pueblos indígenas sean más conscientes de lo que los derechos 
constitucionales significan para ellos en la práctica y quizá haya generado la 
creencia de que cabe la posibilidad de remediar la injusticia y la 
marginalización a la que han sido condenados.  
  
Por último, la transcendencia de las sentencias se encuentra finalmente en su 
resuelve o decisión, en el caso de los resguardos indígenas, especialmente los 
Embera Katíos, han sido favorecidos en la generalidad de sentencias que la Corte 
Constitucional resolvió. Por consiguiente, las tesis jurisprudenciales de la Corte 
guardan discreta relación con los fallos que ha pronunciado a través de sus años de 
existencia. Finalmente, las decisiones jurisprudenciales son prueba contundente de 
la protección y salvaguarda de los derechos fundamentales de la comunidad 
Embera Katío, siendo reconocidos y amparados una cantidad considerable de 
circunstancias donde de no ser por la Corte Constitucional, la vulneración de los 
derechos hubiese terminado en una afrenta directa a la identidad y el pluralismo 
cultural de la nación.  
  
 Tal hecho es considerable en el Auto 004 del 2009 donde la Corte manifiesta el 
grado de vulnerabilidad constante en la que se encuentran las comunidades 
indígenas y por tanto, la urgencia de ser protegidas por el sistema judicial; conforme 
a lo anterior es prudente anotar textualmente el análisis realizado por el tribunal 




Es una emergencia tan grave como invisible. Este proceso no ha sido 
reconocido aún en sus reales dimensiones, por las autoridades encargadas de 
preservar y proteger a los pueblos indígenas del país. Mientras que numerosos 
grupos indígenas son atacados, desplazados y desintegrados en todo el 
territorio nacional por los actores armados que operan en Colombia y por los 
distintos factores subyacentes al conflicto y vinculados al mismo, el Estado y 
la sociedad colombianos continúan preciándose de su carácter multicultural, 
de sus riquezas étnicas y de distintos aspectos de las culturas indígenas 
nacionales. Esta contradicción entre la realidad y la representación 
generalizada de dicha realidad ha sorprendido a la Corte Constitucional, no 
sólo por su crueldad inherente, sino por revelar una actitud de indiferencia 
generalizada ante el horror que las comunidades indígenas del país han 
debido soportar en los últimos años – indiferencia que en sí misma es un 
menosprecio de los postulados constitucionales básicos que nos rigen como 
Estado Social de Derecho fundado en el respeto de la diversidad étnica y 
cultural. La Sala Segunda de Revisión, ante la información recibida, se 
encuentra obligada por la Carta Política a actuar con toda la determinación. 
(Auto 004 , 2009)  
  
Para finalizar, lo realizado en materia de derechos fundamentales para 
comunidades indígenas, es gracias a bases jurisprudenciales tan importantes como 
la Sentencia T-830 de 1993 que declara como propietaria de sus mismos derechos 
fundamentales a los resguardos indígenas; por otra parte, la Sentencia T-188 de 
1993 que estableció el derecho de propiedad colectiva en sus territorios intuida con 
una importancia esencial para las culturas y valores espirituales de los pueblos 
indígenas. Del mismo modo, la Sentencia SU-039 de 1997 que declaro los recursos 
naturales de los territorios indígenas como un objeto fundamental para su 

























Las comunidades indígenas en referencia a la reparación en sede administrativa 
cuentan con diferentes rutas para obtener el restablecimiento de sus derechos 
fundamentales. De esta manera, se descubren lineamientos para el acceso de los 
beneficios de manera individual y colectiva; identificando desde el inicio del contacto 
con las autoridades administrativas hasta la culminación de las actuaciones de la 
administración. En relación con las condiciones que deben cumplir las víctimas del 
conflicto armado interno pertenecientes a comunidades indígenas, se destaca la 
entrega de documentación que identifique el hecho víctimizante, la orientación y el 
enlace que se realiza con las dependencias de reparaciones y restablecimientos de 
derechos. También, se caracterizan los programas asistenciales como atención 
humanitaria, salud, educación, asistencia financiera, alimentación, reunificación 




 Sobre legislación de víctimas del conflicto armado interno predomina la Ley 
1448 del 2011 y sus decretos reglamentarios, las cuales componen el cuerpo 
normativo de cómo conseguir una reparación efectiva de los derechos vulnerados 
a través de las autoridades administrativas. En cuanto a las comunidades indígenas, 
se referencia el Decreto-Ley 4633 del 2011 en el cual se dictan medidas de 
asistencia, atención, reparación integral y de restitución de derechos territoriales a 
las víctimas pertenecientes a los pueblos y comunidades indígenas. De este modo, 
el ordenamiento jurídico en el contexto colectivo fue fundamental para restablecer 
a sus territorios a los Embera Katios, los cuales fueron despojados de aquellos por 
el desplazamiento a causa del conflicto armado interno. El papel de la legislación 
sobre este tema ha sido importante para medidas asistenciales y recuperación de 
territorios desde el contexto colectivo, reconociendo y recuperando derechos que le 
fueron arrebatados, debilitados y violados por la guerra del país.  
  
 Los avances colectivos apreciables de la legislación sobre víctimas en 
comunidades indígenas quedan opacados ante la poca accesibilidad de manera 
individual de las personas indígenas a la Ley 1448 y el Decreto 4633 del 2011. Por 
razones de que la administración, en este caso, la Unidad Especial para la Atención 
y Reparación Integral a las Victimas se manifiesta mediante actos administrativos y 
para el resultado de estos últimos por lo general es necesario elevar una petición 
respetuosa. Dicho lo anterior, el idioma y la identidad cultural en ciertos casos son 
barreras para acceder a la administración de la Unidad de Víctimas y así poder 
conseguir los beneficios que consagra la legislación de víctimas. Aparte, el 
desconocimiento de cifras y censos serios sobre personas indígenas registradas en 
el RUV infiere la falta de identificación de personas con enfoque diferencial.  
  
 La Corte Constitucional es una institución protagónica en los progresos de 
las comunidades indígenas, como la Embera Katío, resaltándose el tratamiento 
diferencial y oportuno que le ha dado el tribunal constitucional a este tema. Desde 
estos postulados se identifican el espacio propicio que género la corte para el 
acceso de los indígenas a la administración de justicia; de igual forma, la correcta 
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identificación de los problemas permitió proteger derechos fundamentales de los 
Embera Katío que de manera regular eran vulnerados; además, las tesis jurídicas 
manejadas por la Corte Constitucional desarrollaron un enfoque diferencial para el 
ejercicio de los derechos de los resguardos indígenas. Por último, las decisiones en 
sentencias de tutela y de constitucionalidad respaldan todo el trabajo elaborado por 
la Corte Constitucional en materia de conflicto armado interno con víctimas 
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